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Medellín, seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Procede el Tribunal  a decidir el  recurso de apelación interpuesto por el  

apoderado de la señora Diana Yul ieth Cano Marín f rente al auto proferido el día 

25 de abri l  de 2022 por el  Juzgado Once Civi l  del Circuito  de Medel l ín,  

mediante el cual rechazó la nul idad alegada por la parte recurrente.  

 

I . ANTECEDENTES 

 

Mediante providencia del 9 de marzo de 2022, previo concepto favorable del 

Ministerio Públ ico, el  Juzgado Once Civi l  del Circuito de Medel l ín dispuso 

auxi l iar la comisión que por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores 

presentó SCP Albert in Joseph Font  –Huissier de Just ice Associés-,  encaminada 

a t rasladar unos documentos a la señora Diana Yul ieth Cano Marín,  

relacionados con un embargo adelantado contra las sociedad es Tûv Rheinland 

Lga Products Gmbh y Tûv Rheinland France.  En dicha providencia dispuso el  

Juzgado efectuar di rectamente la not i f icación sol ici tada.  

 

En cumplimiento de lo anterior,  el  Juzgado de primera instancia procedió el 29 

de marzo de 2022 a trasladar los documentos mediante mensaje enviado por 
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correo electrónico a la señora Diana Yul ieth Cano Marín,  esto, al  buzón 

diyucama@hotmail .com, al cual anexó el l ink para acceder a todo el 

expediente.  

 

El 1 de abri l  de 2022, mediante apoderado judicial ,  la señora Diana Yul ieth 

Cano Marín formuló nul idad aduciendo i legal idad en la not i f icación real izada,  

sustentando que no se cumplieron las condiciones señaladas por el  Procurador 

Judicial  -Ministerio Públ ico- para entender garant izado el derecho de defensa,  

esto es: i ) Que el not i f icado ent ienda perfectame nte el asunto que se comunica; 

i i ) Que conozca el alcance del documento y además se le otorgue un término 

para intervenir ;  i i i )  Se le informe de los mecanismos que di spone para el lo, con 

lo cual se le garant iza el e jercicio del derecho de defensa; esto, porque en el  

l ink del  expediente que le fue compart ido a la señora Cano Marín no existe 

providencia que cumpla con los anteriores requerimientos.  

 

El 25 de abri l  de 2022 el juzgado de primera instancia decidió rechazar de 

plano la sol ici tud del apoderado de la señora  Cano Marín,  señalando 

argumentos de fondo relacionados con que el concepto del  Ministerio Públ ico 

no es vinculante; que a la not i f icada no se le está “ levantando plei to” ,  sino 

not i f icándola de un acto extranjero en la misma forma en que se hubiera 

not i f icado uno nacional;  que la carta de not i f icación del embargo atribución 

claramente indica qué le not i f ica,  de qué documentos se le remite copia y las 

facultades que le asisten;  que el juzgado ignora la relación de la not i f icada con 

la causa que se le puso en conocimiento y no puede señalarle fórmulas de 

defensa que le corresponden al abogado que la representa.  

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la anterior decisión, formuló el apoderado de la not i f icada 

recurso de reposición y en subsidio de apelación,  insist iendo en que los 

documentos compart idos y not i f icados a la señora Diana Yul iet Cano Marín,  no 

cont ienen acto procesal  o providencia judicial  que cumpla co n los requisi tos 

señalados por el  representante del Ministerio Públ ico y tampoco con las 

exigencias del Decreto 806 de 2020, art ículo 8, que establece la obl igación de 

mailto:diyucama@hotmail.com
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remit i r la providencia respect iva, “en este caso, el  equivalente al auto que 

admite la demanda o proceso extranjero, además de los anexos respect ivos” .  

 

En auto del 19 de mayo de 2022 el juzgado de primer grado decidió no reponer 

el auto del 25 de abri l  de 2022 y concedió la alzada.  

 

Concedida la alzada ante esta Corporación, el  expediente fue repart ido a este 

Despacho el  pasado 31 de mayo de 2022,  siendo procedente resolver de plano 

conforme lo manda el  art ículo 326 del Código General del Proceso, previas las 

siguientes:  

 

I I I .  CONSIDERACIONES 

 

1. LAS NULIDADES PROCESALES.  

 

Ha sostenido la doctr ina que la nul idad es una sanción procesal que priva a los 

actos y a las etapas procesales de sus efectos normales desde su ef icacia, en 

atención a la inobservancia de ciertas reglas fundamentales del postulado del 

debido proceso, como las referentes a las formas, la garantía de contradicción 

y las pautas propias del principio de Juez natural.  

 

El Código General del Proceso,  en su capítulo I I ,  t í tulo IV, del l ibro 2º,  regula 

lo at inente a las nul idades que pueden inval idar total  o parcialmente el 

proceso, régimen que entre otros, se encuentra sometido al principio de 

taxat ividad o especif icidad, según el cual sólo const i tuyen causales de nul idad 

los asuntos previstos como tales en el ordenamiento procesal,  de donde se 

concluye que el legis lador, luego de precisar en el inciso 1º del art ículo 133 de 

la obra en ci ta,  que el proceso es nulo en todo o en parte solamente en los 8 

casos que al l í  se enl istan, termina diciendo en el único parágrafo con que 

cuenta dicha norma, que “ las demás i rregular idades del proceso se tendrán por 

subsanadas, si  no se impugnan oportunamente por los mecanismos que este 

código establece” .   

 

En cuanto a la oportunidad y t rámite para las respect ivas alegaciones de 

nul idad, establece el art ículo 134 del C.G.P.:  
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Las nul idades podrán alegarse en cualquiera de las instancias antes de 
que se dicte sentencia  o con posteridad a esta,  s i  ocurr ieren en el la .  
 
La nul idad por indebida representación o fa l ta de not i f icación o  
emplazamiento en legal forma, o la or ig inada en la sentencia contra la  
cual no proceda recurso,  podrá también alegarse en la d i l igencia de 
entrega o como excepción en la ejecución de la sentencia,  o mediante el  
recurso de rev is ión, s i  no se pudo alegar por la  parte  en las anteriores 
oportunidades.  
 
Dichas causales podrán alegarse en el proceso ejecut ivo,  inc luso con 
posterior idad a la orden de seguir ade lante con la ejecución, mientras no 
haya terminado por el  pago total  a los acreedores o por cualquier otra  
causa lega l.  
 
El juez reso lverá la so l ic i tud de nul idad previo t ras la do, decreto y práct ica 
de las pruebas que fueren necesarias.  
 
La nul idad por indebida representac ión, not i f icac ión o emplazamiento,  
solo benef ic iará a quien la haya invocado.  Cuando exista l i t isconsorc io  
necesar io y se hubiere profer ido sentencia ,  esta se anulará y se integrará 
el  cont radic tor io.  

 

2.  CASO CONCRETO.  

En el presente caso, la discusión radica en la decisión adoptada por el  Juzgado 

de primera instancia, en la cual se expusieron arg umentos de fondo para 

denegar lo que en esencia es una sol ici tud de nul idad por indebida not i f icación  

planteada por el  apoderado de la  señora Diana Yul iet Cano Marín , pero se 

dispuso en la parte resolut iva el rechazo de plano , por lo que se estudiará si  en 

el presente caso exist ió una irregularidad por indebida not i f ica ción como aduce 

la parte recurrente o si  ésta se real izó de forma adecuada .  

 

Dentro de la gama de causales de nul idad legalmente previstas, se encuentra 

en el  numeral 8 del  art ículo 133 del Código General del Proceso “8. Cuando no 

se pract ica en legal forma la not i f icación del auto admisorio de la demanda a 

personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque 

sean indeterminadas, que deban ser ci tadas como partes, o de aquel las que 

deban suceder en el  proceso a cualquiera de las partes, c uando la ley así lo 

ordena, o no se ci ta en debida forma al  Ministerio Públ ico o a cualquier ot ra 

persona o ent idad que de acuerdo con la ley debió ser ci tado”.  

 

Y de conformidad con lo dispuesto en el art ículo 5 de la Convención sobre  

not i f icación o t ras lado en el extranjero de documentos j udiciales o 

extrajudiciales en materia civi l  o comercial ,  hecha en La Haya el 15 de 

noviembre de 1965 y rat i f icada  por Colombia mediante la Ley 1073 de 2006 “La 
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autoridad central del  Estado requerido not i f icará o t rasla dará el documento u 

ordenará su not i f icación o traslado por conducto de una autoridad competente 

bien sea: a) Según las formas establecidas por la legislación del Estado 

requerido para la not i f icación o traslado de documentos otorgados en el  país y 

que estén dest inados a personas que se encuentren en su terri torio; o  b) Según 

el procedimiento específ ico sol ici tado por el  requeriente,  a condición de que 

esta no sea incompat ible con la ley del Estado requerido …”  

 

En el presente caso, en la pet ición de not i f icación o t raslado de documentos en 

el extranjero se sol ici tó hacer remit i r a  la dest inataria un ejemplar de los 

documentos anexos y se señaló expresamente que dicha comunicación se 

real izaría de conformidad con lo establecido en el ordinal primero del art íc ulo 5 

del Convenio suscri to en La Haya el 15 de noviembre de 1965, esto es, 

conforme la legislación interna del Estado requerido.  

 

En nuestro ordenamiento procesal c iv i l ,  apl icable a este caso  según la 

indicación del  requirente,  no existe una norma especial para dar t raslado de 

documentos,  s iendo procedente apl icar entonces las normas que regulan la 

not i f icación personal ,  como acertadamente lo hizo el juez de primer grado, 

not i f icación consagrada, en principio, en el art ículo 291 del Código General del  

Proceso, pero, con ocasión de la pandemia derivada del vi rus covid 19 y del  

estado de emergencia declarado por el lo,  se prof i r ió el  Decreto 806 de 2020,  

norma que estableció una forma especialísima de not i f icación personal por 

medio de correo electrónico; normativ idad que incluso,  luego de perder 

vigencia superado el estado de emergencia, fue plasmada como permanente en 

la Ley 2213 de 2022.   

 

El Decreto referido y  vigente para el  momento en que se surt ió la not i f icación 

en este proceso, al  regular lo relat ivo a la not i f icación personal  dispone:  

 

Artícu lo 8.  Not i f icaciones personales. Las not i f icaciones que deban hacerse 
personalmente también podrán efectuarse con el  envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio 
que suministre el  interesado en que se realice la noti ficación, sin 
necesidad del envío de previa ci tación o aviso físico o vir tual.  Los 
anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el  
mismo medio .   
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El in teresado af i rmará bajo la gravedad del  juramento, que se entenderá 
prestado con la  pet ic ión, que la  di recc ión e lect rónica o s i t io suminist rado 
corresponde al ut i l izado por la persona a not i f icar,  informará la forma como 
la obtuvo y a l legará las ev idencias correspondientes, part icularmente las 
comunicaciones remit idas a la persona por not i f icar.   
 
La not i f icación personal se entenderá real izada una vez transcurr idos dos 
días hábi les sigu ientes al  envío del mensaje y los términos empezarán a 
correr a part i r  de l día siguiente a l  de la not i f icación.   
 
Para los f ines de esta norma se podrán implementar  o ut i l izar s is temas de 
conf i rmación de l recibo de los correos e lect rónicos o mensajes de datos.  
 
Cuando exis ta discrepancia sobre la forma en que se pract icó la  
not i f icación,  la parte que se considere afectada deberá manifestar bajo la  
gravedad del  ju ramento, a l  sol ic i tar  la declarator ia de nu l idad de lo  
actuado, que no se enteró de la prov idencia,  además de cumpl i r  con lo 
dispuesto en los art ícu los 132 a 138 del  Código General de l Proceso.  
 
Parágrafo 1 .  Lo previsto en este  art ículo se apl icará cua lquiera sea la  
naturaleza de la actuación, inclu idas las pruebas ext raprocesales o de l  
proceso, sea este declarat ivo,  dec larat ivo especia l ,  monitor io,  e jecut ivo o  
cualquiera ot ro.   
 
Parágrafo  2.  La autoridad judicia l ,  de of ic io  o a  pet ic ión de parte,  podrá 
sol ic i tar información de las d irecc iones e lect rónicas o si t ios de la parte por  
not i f icar  que estén en las Cámaras de Comercio,  superintendencias,  
ent idades públ icas o privadas, o ut i l izar aquel las que estén i nformadas en 
páginas Web o en redes'  soc iales  (Resaltado intenciona l) .  

 

Como se viene diciendo,  e l  apoderado de la  señora Diana Yul iet Cano Marín  

alega que la not i f icación real izada a su representada no es vál ida porque no 

cont iene acto procesal o providencia judicial  que cumpla con los requisi tos 

señalados por el  representante del Ministerio Públ ico y tampoco con las 

exigencias del Decreto 806 de 2020, art ículo 8, que establece la obl igación de 

remit i r la providencia respect iva  “en este caso, el  equivalente al auto que 

admite la demanda o proceso extranjero, además de los anexos respect ivos” .  

 

Anal izada la  convención en ci ta  y la pet ición de apl icación de ésta , se concluye 

que no le asiste razón al inconforme en sus argumentos , porque la convención 

está establecida tanto para real izar la not i f icación de una decisión de autoridad 

extranjera como para trasladar documentos  judiciales o extra judiciales  y, en 

este caso, expresamente se indicó en la sol ici tud que se rogaba remit i r a la 

señora Diana Yul ieth un ejemplar del documento y anexos aportados, de modo 

que no se estaba sol ici tando not i f icar el  inicio de un proceso en su contra ,  

como parece entender el  recurrente;  s ino, se insiste, en trasladarle unos 
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documentos.  Véase que en el PDF 002 E-CGC-21-012714-CANO MARIN DIANA 

YULIET, documento que obra en el  l ink que  le compart ió a la señora Cano 

Marín y cuya imagen parcial  se anexa en seguida,  se evidencia que de forma 

clara el requirente sol ici tó t rasladar unos documentos, labor que cumplió a 

cabal idad el juzgado de primer grado apl icando las normas para la not i f icación 

personal  del auto admisorio , que es f inalmente la forma que existe en nuestra 

legislación interna para dar a conocer de forma di recta a una persona la 

existencia de un proceso judicial ,  pero que en e ste caso no impl icaba 

necesariamente que se t ratara de la not i f icación de un auto admisorio  de un 

proceso.   

 

 

 

Ahora bien, el  hecho de que el Ministerio Públ ico señalara que se debía 

garant izar que el  not i f icado ent ienda perfectamente el asunto que se comunica; 

que conozca el alcance del  documento;  se le otorgue un término para intervenir  

y se le informe de los mecanismos que dispone para el lo, concepto que incluso 

no es vinculante para el juzgado  como acertadamente lo di jo el  a quo ,  no 

impl ica, como pretende hacer ver el  recurrente que corresponda al juzgado de 
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primera instancia inventarse una providencia inexistente , porque se insiste, no 

se estaba not i f icando el inicio de un proceso ; sino, dando traslado de unos 

documentos que contienen un embargo a dos sociedades, información que se 

desprende de la simple lectura de los documentos que debidamente t raducidos 

al castel lano le fueron enviados a la señora Diana Yul ieth ;  tampoco impl ica que 

el juzgado requerido deba señalarle términos de intervención ni orien tarla 

sobre las formas de defensa que existen en una legislaci ón extranjera,  pues la 

labor del juzgado comisionado consiste, dadas las part icularidades de la 

sol ici tud en este caso,  en garant izar que los documentos trasladados se 

encuentren debidamente t raducidos para que el dest inatario los pueda 

comprender y que contengan información clara sobre la autoridad a la  que 

puede acudir la not i f icada  y los términos para el lo,  información que está 

contenida en los documentos  t rasladados y que no debe ser reproduc ida por el  

juzgado requerido como pareciera ser el  deseo de la parte recurrente.  

 

Es que al parecer la parte el incident ista y recurrente pretende que el t raslado 

que le fue real izado contenga los mismos documentos que tendría una  

not i f icación de un auto admisorio de demanda emit ido en Colombia,  pero el lo 

es imposible, por la potísima razón que se t rata de documentos extranjeros que 

el juez requerido no puede cambiar en su contenido y,  porque lo que establece 

la norma al disponer que la not i f icación o t ra slado se real ice conforme la 

normatividad del país requerido es que se cumplan las formalidades que en 

dicho país se establecen para not i f icar o trasladar un documento s, lo que aquí  

se cumplió al  real izar el  t raslado  por medio de correo electrónico como lo  

permite la legislación vigente y entregando acceso a TODOS los documentos 

arrimados por el  requirente y los emit idos por el  juzgado requerido, siendo 

imposible que contenga una providencia como la s que emite un Juez en 

Colombia, por no t ratarse de un proceso adelantado en este País.   

 

Tampoco es procedente que el juez requerido le indique los mecanismos que 

puede ut i l izar,  porque dichas defensas no están establecida s en la Convención 

rat i f icada por la Ley 1073 de 2006; s ino en la legislación de l  País del  

requirente, la cual no está en obl igación  de conocer el  juez colombiano e 

inadecuado sería que emita conceptos sobre posibles defensas, porque esa no 

es la labor del juez, máxime respecto de una legislación que no conoce.    
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Para conclui r entonces, se advie rte que el traslado de documentos sol ici tado 

por el  requirente fue real izado en debida forma por el  juzgado de pr imera 

instancia requerido y , que las exigencias establecidas por el  Ministerio Públ ico,  

que se insiste no son vinculantes, se cumplieron,  pero atendiendo las 

part icularidades de este caso concreto .  

 

Lo anterior impl ica a que se conf i rme la providencia de primera instancia, con 

la advertencia que no se trata de un rechazo de plano, porque los argumentos 

que se expusieron en primer grado y en esta  sede son de fondo;  sino, de una 

negativa de la nul idad deprecada.   

 

Por lo expuesto,  la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR el auto de fecha 25 de abri l  de 2022 proferido por el  

Juzgado Once Civi l  del Circuito de Medel l ín ,  con la precisión que se t rata de 

una negativa de fondo de la nul idad deprecada y no de un rechazo de plano .  

 

SEGUNDO.  ABSTENERSE de imponer condena en costas  porque no se 

causaron.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 

(Fi rma e lectrónica de acuerdo al  ar t ículo 11  del  Decreto 491 de 2020 –Minis ter io de 

Just ic ia y  del  Derecho - )  
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